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ÍNDICE DE TRANSPARENCIA y ACCESO A LA INFORMACIÓN
I. ASPECTOS GENERALES
Sentido y Origen.- 

La necesidad de construir un índice de transparencia pública y acceso a la información surge desde el mandato legal de promover el derecho de acceso a la información pública consagrado en el artículo 33 de la Ley 20.285 y específicamente desde la motivación institucional del Consejo para la Transparencia (CPLT) por hacer más visible la existencia de un derecho cuyo reconocimiento es de reciente data en Chile.
Si un Índice lo definimos como un conjunto de indicadores asociados en un modelo teórico que pretende dar cuenta de un fenómeno particular y, a su vez, un indicador lo definimos como un instrumento construido como una función de una o más variables, que conjuntamente miden una característica o atributo de los individuos o unidad de análisis en estudio (Cepal, 2009), entonces se puede afirmar que esta tipología de herramientas ayuda a visibilizar un fenómeno particular y sus atributos específicos, es decir, entrega señas precisas de su existencia y de las características propias de su comportamiento.

Aplicada esta definición al ámbito del Derecho de Acceso a la Información (DAI) y contrastándola con la circunstancia de que después de 4 años de puesta en vigencia de la Ley de Transparencia, el nivel de su conocimiento en la población alcanza sólo a un 11% y sólo un 6% de las ciudadanos conoce la existencia de la Transparencia Activa como vía de acceso a información pública (CPLT 2009-2012), se estimó que un Índice como el que se propone, está llamado a ser un instrumento clave para la masificación de este derecho y para dotarlo de una cierta tangibilidad, en tanto identifica este derecho como fenómeno particular y lo “hace existir” públicamente frente a otros derechos o temas de relevancia pública, a la vez que da cuenta de sus atributos particulares y de los estándares de cómo debería comportarse.

En este sentido, un índice es una herramienta tanto de exigibilidad orientada a los ciudadanos, en tanto de él se reciben señales claras de lo que es y qué deberían esperar de este derecho los usuarios, así como una señal que recae sobre el comportamiento institucional esperado por parte de los órganos encargados de operacionalizar este derecho en su desempeño regular.
Junto a todo lo anterior, el índice también entrega la posibilidad de comunicar a través de la medición periódica de sus distintas dimensiones y componentes, los avances o retrocesos de la transparencia, producidos en un período de tiempo, o comparados con otras regiones o indicadores. De este modo, considerando las necesidades de distintos actores interesados en la política pública del derecho de acceso a la información, el índice se transforma, también, en una potente herramienta para la toma de decisiones de carácter estratégico en el desarrollo coherente de los esfuerzos institucionales orientados al cumplimiento de la Ley 20.285 y los efectos de esta sobre la sociedad.
En resumen, una herramienta como esta tiene dos utilidades centrales, potenciar el apoderamiento del derecho por parte de los sujetos portadores y segundo, entregar señales de cómo mejorar su implementación a los servicios públicos.
Fases Generales del Proceso de Construcción.- 

Considerando la trascendencia esperada de este índice, el Consejo para la Transparencia decidió conducir el proceso de su creación respondiendo a altos estándares, asimilando las fases del diseño a los parámetros generales recomendados por la OCDE (OCDE 2008). 
	Etapas para el Índice de Transparencia Pública
	
	Etapas para la construcción de un Indicador Compuesto (OCDE 2008)

	Definición del Modelo Teórico General

Debate y Consultas Públicas
	
	Fundamento teórico

	Definición del Modelo Matemático y testeo de datos
	
	Selección de datos

Imputación de datos perdidos

Análisis multivariado

Normalización de datos

Ponderación de la información

Análisis de robustez y sensibilidad

Volver a los datos

	Vinculación con RTA, enlace con indicadores Ciudadano – Estado y Modernización del Estado
	
	Enlace a otros Indicadores

	Difusión Interna y Externa

Informe Final del Modelo de Transparencia Pública
	
	Visualización de los Resultados


En él, como primer y paso fundamental, se requiere de la creación de un Modelo Teórico en el que se seleccionen y definan las dimensiones e indicadores que representan e intentan explicar  el fenómeno que se quiere medir. Principalmente se trata de mostrar las relaciones que se dan entre los distintos componentes del modelo. En él, en definitiva, se da cuenta del ideal de funcionamiento al que se aspira a llegar con las mediciones que se harán con el índice. Vale decir, se necesita definir cuál es el 100% de eficacia proyectado en el funcionamiento de la Ley 20.285. De lo anterior se deriva que una característica esencial del Indicador, a fin de que represente a cabalidad el estado actual de desarrollo del Derecho de Acceso a la Información (DAI), es que comprenda en su interior las diversas dimensiones que conforman una serie de complejas relaciones sociales que posibilitan el ejercicio efectivo de este derecho en el Chile de hoy.

Para el caso de este índice y dada la proyección de herramienta reguladora, a esta exigencia del Modelo Teórico, se le agregó la necesidad de consultar a diversos actores para conocer las distintas miradas asociadas al cumplimiento de la Ley y el derecho de acceso e incluirlos en su diseño.
La segunda fase contempla la necesidad de traducir el modelo teórico, sus dimensiones y variables, a las funciones matemáticas que lo representen; es decir, corresponde a la fase de la construcción del modelo matemático. Asociado a este proceso se contempla el diagnóstico de datos necesarios, su normalización y las pruebas de robustez y sensibilidad. En esta fase se han construido los datos relativos a las distintas dimensiones del fenómeno del acceso a la información, realizando esfuerzos en la construcción de los instrumentos con los cuales se recopilan dichos materiales (encuestas, sistemas de fiscalización, agregación de datos básicos), a la vez que la coordinación con distintas instituciones para lograr el objetivo de contar con datos fiables, robustos y replicables en el tiempo.
Siguiendo con el esquema recomendado por la OCDE, las siguientes fases de la construcción del Índice dicen relación con la vinculación de los resultados obtenidos con otros indicadores y con la difusión de los datos a fin de poder instalarlos como elementos propedéuticos aplicables a distintos fenómenos sociales potencialmente correlacionados. 

Ahora bien, considerando la complejidad del asunto en cuestión, pero a la vez con el compromiso de avanzar en la visibilización de este derecho, se entiende que este Índice es modular, vale decir, está concebido de tal modo que puedan agregarse o quitarse sub dimensiones, dependiendo del énfasis regulatorio que se le quiera dar al instrumento, a partir del descubrimiento de nuevas dinámicas sociales que ameriten hacerle ajustes. En esa misma lógica, se entiende que con esta primera versión se inicia un camino de desarrollo que tenderá a ser incremental en el tiempo y que pretende lograr coordinación y comparabilidad a nivel internacional. Para este último objetivo se estima necesario, sin embargo, simplificar el número y complejidad de las variables a modo de adaptarlas a las diferencias normativas de cada país sujeto potencial de medición, logrando concordar un número reducido de variables que puedan ser abordadas por un conjunto de países de la Región a fin de medir del mismo modo este derecho y poder realizar comparaciones significativas.

En este punto en particular, se cuenta con la coordinación ya establecida por diversos organismos encargados de la implementación del derecho de acceso a la información pública en distintos países de la región (Chile, México, Uruguay, Perú, Brasil) que han constituido la Red de Transparencia y Acceso a la Información (RTA), uno de cuyos objetivos específicos explícitos es poder construir, en conjunto, este tipo de mediciones. Expresión de lo anterior, es la realización conjunta de una medición sobre barreras de acceso a la información pública, con un instrumento común, que se llevó a cabo durante los primeros meses de 2013 por parte de este colectivo de instituciones y países.
II. MODELO TEÓRICO.-

Estructura General del proceso de construcción.

Como se ha dicho, la definición del modelo teórico no es solamente el primer paso, sino tal vez uno de los más críticos del proceso de construcción de un indicador compuesto. De la capacidad de definir claramente el fenómeno en este paso, depende la claridad posterior para traducir correctamente las relaciones entre dimensiones, a formulaciones matemáticas. De lo que se trata es justamente de definir el fenómeno que se quiere dimensionar y dada su condición multidimensional, distinguir claramente cada una de ellas y sus variables asociadas. A fin de desarrollar de modo correcto esta operacionalización, la necesidad de fundar teóricamente el fenómeno provee la posibilidad de entender los distintos pesos de cada dimensión y/o variable, y el modo específico en que deben relacionarse entre ellas. Es por ello que este proceso debe realizarse de tal modo de no quedar capturado por la data existente, sino que debe construirse desde el deber ser teórico de qué es lo que se quiere medir. En definitiva, este proceso idealmente debe estar basado en lo que es deseable medir pensando en la consistencia del Modelo y no sobre los indicadores de que se dispone. (OCDE, 2008)
Ahora bien, considerando que este índice está orientado a la medición del estado de avance de la instalación de un derecho y que la mera declaración normativa del mismo no asegura su cumplimiento o exigibilidad concreta, es que la construcción del modelo teórico (fundamentalmente al momento de aplicar pesos a las distintas dimensiones) en su versión actual, responde también a una serie de estudios y mediciones realizadas por el CPLT durante los últimos tres años y que le han permitido observar cuáles son los elementos críticos a la hora de desarrollarse las dinámicas del derecho de acceso a la información en Chile. Estos estudios han considerado tanto las actuales circunstancias de desarrollo de capacidades institucionales de los Sujetos Obligados, así como de las capacidades de acción de los propios ciudadanos potencialmente demandantes de información.

Estas mediciones lograron identificar, por ejemplo, un cierto número de barreras que los ciudadanos deben sortear al momento de hacer efectivo su derecho y que su impacto en el ejercicio alcanza a un 30% aprox. de solicitudes fracasadas. Por otra parte, han logrado detectar que sólo un 11% de la población nacional sabe de la existencia de este derecho, lo que es crítico a la hora de hacerlo efectivo, ya que se hace imposible exigir el cumplimiento de un derecho si no se tiene conocimiento sobre su existencia y posesión (CPLT 2012).
Complementariamente a lo anterior, estos estudios también han logrado detectar los elementos críticos, desde el punto de vista de las capacidades institucionales de los sujetos obligados, para el éxito de la interfaz entre el ciudadano demandante de información y las ventanillas públicas. Así, por ejemplo, el nivel de conocimiento de la Ley por parte de los funcionarios públicos alcanza al 80 % (CPLT, 2012), pero la existencia de barreas al ingreso afecta al 30% de los intentos ciudadanos por demandar información pública (CPLT 2013). 

Dada esta composición normativa y fáctica del fenómeno que se pretende medir, es que para la construcción del modelo teórico se recurrió a la adaptación de los tres pasos básicos recomendados para convertir los indicadores en instrumentos operativos para supervisar el cumplimiento de los derechos en circunstancias particulares. “El enfoque propuesto consiste en tres pasos básicos: en primer lugar, el uso de  datos cuantitativos para identificar privaciones y disparidades de los derechos desde la perspectiva de las obligaciones fundamentales, la efectividad progresiva y la no-discriminación; en segundo lugar, el análisis de las causas principales de estos resultados, de modo de identificar las respuestas de las políticas que pueden esperarse razonablemente del Estado; y en tercer lugar, el uso de datos cuantitativos combinados con información cualitativa, para determinar en qué medida las privaciones, las disparidades y la falta de avances pueden deberse a fallas de las políticas del gobierno.”(Felner, 2008).
Para el caso del Índice de Transparencia, las adaptaciones a este planteamiento vienen por la necesidad de agregar dos elementos al proceso recién descrito. Por una parte, al inicio del mismo se requiere agregar las determinaciones normativas o puramente teóricas del derecho y, por otra, hacia el final de los pasos propuestos, es necesario considerar los niveles de responsabilidad en la disparidad de los derechos, no sólo en la acción gubernamental, sino también en las capacidades de acción de los sujetos portadores del derecho.
Así, se desarrollará el Modelo Teórico del Índice de Transparencia y Acceso a la Información (ITAI) recorriendo las siguientes fases: i) Parametrización del proceso DAI que describe flujos y actores desde el simple mandato legal, ii) Modelo de relaciones que mostrará el tipo de dependencias existentes y esperadas entre las distintas categorías, dimensiones, actores y sus relaciones, iii) Determinantes Teóricas que son el sustento del modo en que se entenderán las relaciones de los flujos y los actores del proceso DAI, iv) Dimensiones e indicadores que darán cuerpo a las relaciones esperadas en el modelo v) Modelo ponderado que muestra el esquema de medición resultado del cruce de la mirada teórica con las necesidades fácticas. 
i) Parametrización del Proceso DAI 

Ciñéndose estrictamente a lo previsto en la Ley 20.285, se estructura un proceso de acceso a la información que contempla cuatro fases bien definidas en las que participan, en distintos roles, actores de corte ciudadano, institucionales, de exigibilidad y judiciales:
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Cuando la Ley 20.285 en su artículo 10 reconoce que toda persona tiene derecho a acceder a la información pública del modo en que se dispone en sus diferentes artículos y apartados, desencadena una serie de procesos sociales interrelacionados, que se centran en una interacción principal:  un sujeto demandante de información y una institución pública poseedora de dicha información. 
Como lo muestra el diagrama anterior, en términos esquemáticos todo se inicia en una fase que podemos denominar Fase Ciudadana. En estricto rigor no es necesariamente la primera en el orden temporal del proceso, sin embargo su protagonista, una persona a la que se le reconoce un derecho, es el eje en torno al cual este se estructura y hace que el resto de las fases cobren sentido. En este momento, se supone la existencia de un sujeto que tiene necesidades de información y que luego de un proceso de reflexión y análisis, presume que dicha información debe estar en algún organismo público. En este punto, la Ley no requiere de la expresión de fundamentos y supone que esta persona no es un experto ya que, entre otros, se consagra el principio de facilitación. Es decir, el proceso está compuesto, en esta primera fase, por sujetos que requieren información pública para fines no determinados y por tanto, se supone que sea una información de uso potencial para el desarrollo de sus propias capacidades o desafíos biográficos. A la vez, el cuerpo legal supone que esta persona es capaz de identificar la fuente de la información que requiere y tiene las habilidades como para saber dónde y cómo requerir dicha información.
Desde la ley no se desprende un “perfil de usuario” demasiado nítido, aunque si se puede desprender que requiere de ciertas cuotas de virtud cívica para llevar a buen puerto la solución de su necesidad de información. En primer lugar, supone que el sujeto demandante de información no necesariamente conoce el organigrama de la estructura del estado. Ello puesto que existe, por ejemplo, la figura de la derivación que debe ser operada obligatoriamente por las instituciones públicas y debidamente informada al ciudadano. Sin embargo, a la vez entiende que la persona que busca información, por ejemplo, debe conocer plazos precisos para ejercer su derecho de solicitud de amparo y acompañar los antecedentes necesarios. 
De estas condiciones se desprende que el sujeto solicitante de información se interesa y valora  la información del ámbito público, sea para acceder a beneficios o para ejercer cierto nivel de control social sobre las autoridades. En ambos casos, se suponen niveles diferentes de virtud cívica, conocimientos específicos sobre la esfera de lo público y capacidades de acción para acercarse eficientemente a este tipo de dinámicas.

Una segunda fase es la que podemos denominar de Obligaciones Institucionales y cuyo principal protagonista son las instituciones públicas que poseen información potencialmente solicitable. Es la contra cara de la fase anterior y, del encuentro exitoso entre ambas, depende el ejercicio efectivo del derecho que reconoce la Ley 20.285. Acá la Ley exige la puesta en funciones de dos grandes vías de acceso a la información. Por una parte, la Transparencia Activa (TA) que supone la publicación proactiva de un cúmulo de información supuesta como básica sobre el servicio particular. Y por otra, el proceso de Solicitudes de Acceso a la Información (SAI), que se refiere al resto de la información institucional y que se activa a demanda de los potenciales demandantes de información. Esta última debería estar orientada a la información más específica no presente en TA.
En esta fase la Ley supone principalmente el despliegue de una cuota de capacidades institucionales orientadas a cumplir con el objetivo de disponibilizar y entregar información. En este punto hay elementos básicos que conformarían lo que podemos denominar un perfil institucional orientado a la entrega de información y el cumplimiento de sus obligaciones legales y reglamentarias. Acá se supone por ejemplo, tener una política de archivos para acceder fácilmente y en los tiempos que la ley obliga a la entrega de la información. A la vez supone perfiles de acción diferenciados según la jerarquía de la responsabilidad. Por ejemplo, en el vértice se espera voluntad política para cumplir con la Ley y en la base operativa, se espera conocimiento de la Ley y habilidades para dar curso a solicitudes ciudadanas. Además, supone contar con cierta base de infraestructura de sistemas para “subir” la información a las páginas webs institucionales.
A la base del correcto desempeño de las instituciones en la disponibilización y entrega de información según mandata la Ley de Transparencia, existe un vector principal que ayuda en el despliegue más o menos trabado de las capacidades institucionales; cual es, el conocimiento y comprensión de las acciones ciudadanas de búsqueda y demanda de información como un derecho reconocido institucionalmente y, asociado a ello, el punto de que la información es pública salvo excepciones determinadas legalmente. Vale decir, que en las acciones ciudadanas no se encuentra un beneficiario, sino un sujeto de derechos.

La tercera fase está estructurada en torno al punto de potencial no encuentro entre las necesidades de información de los sujetos demandantes y las capacidades y voluntad de las instituciones públicas. Podría denominarse como la Fase de Exigibilidad del Derecho de Acceso a la Información. En esta se contempla la existencia de un tercero imparcial llamado a resolver las diferencias de criterios suscitadas entre los ciudadanos y las instituciones públicas. Las instituciones de exigibilidad dan cuerpo operativo al reconocimiento de un derecho a través de la posibilidad de reclamar si es que existe la percepción de no cumplimiento y de gravar los posibles incumplimientos. Estos mecanismos son “dispositivos institucionales que, por una parte, proveen información a los actores para detectar transgresiones a las reglas, y, por otra, crean incentivos dirigidos a los actores y organizaciones encargados de sancionarlas.” (PNUD, 2009)

En esta fase los perfiles tienden a complejizarse ya que para la resolución de conflictos en torno a determinar si una información es pública o no, se requieren altos niveles de formalización y conocimiento técnico que permita resolverlo y que la decisión genere obligatoriedad en ambas partes. Para ello el rol autónomo del Consejo para la Transparencia es fundamental. Pero no sólo la condición de ente autónomo que le permite ser tercero imparcial cuenta en este rol, sino que también ser conocido e identificado como la instancia institucional donde reclamar el derecho de acceso a la información. Aquí los deberes de promoción con claves. En esta fase, en la otra vereda, tenemos a organismos públicos sometidos al juicio del CPLT y a ciudadanos molestos, pero con capacidad de reacción frente a la sensación de vulneración de un derecho.
En definitiva, de poco sirve el reconocimiento formal de un derecho, si es que no existen las instancias donde reclamarlo y con la autoridad necesaria como para hacerlo exigible.

Finalmente, en este proceso del Derecho de Acceso a la Información en Chile se reconoce la posibilidad de que ambas partes puedan no estar de acuerdo con los dictámenes del CPLT y recurrir a procesos judiciales para oponérseles. Esta fase podría denominarse entonces como la Fase de Reclamaciones potenciales. Lo que se pone en juego en esta fase es la firmeza de los fallos del CPLT y por tanto la legitimidad y alcance preciso del imperio de la Ley 20.285. Aquí a los actores ya mencionados (solicitantes, instituciones y CPLT) se agregan los tribunales de justicia y también el Tribunal Constitucional. El espacio simbólico en el que se desenvuelve esta fase es eminentemente jurídico y las competencias requeridas para desenvolverse en él son altamente técnicas y por ello, difíciles para los usuarios legos.
Para cerrar esta sección es necesario volver al diagrama que la encabeza. En él las fases del DAI están ordenadas en sentido ascendente y ello no es casual, ya que si se analiza con detención el proceso, el escalamiento de las fases conlleva también un alza en los requerimientos técnicos y de virtud cívica para hacerse parte de ellos. Así, al inicio del proceso se puede situar fácilmente un perfil de solicitante que sin mucho conocimiento, es capaz de entrar en un ciclo de demanda de información. Sin embargo, a medida que se avanza en el proceso, se van haciendo mayores exigencias cognitivas, motivacionales y técnicas para desenvolverse con comodidad, hasta llegar al espacio jurídico formal, sustentado sobre el conocimiento experto.
Bajo esta mirada, el sentido de la construcción de un Índice de Transparencia y Acceso a la Información aparece como una herramienta para monitorear el estado de desarrollo de cada uno de estos componentes y sus requisitos básicos de funcionamiento, con especial énfasis en las condiciones de posibilidad de los distintos actores para desenvolverse “correctamente” en cada uno de los escenarios. En este punto, cuando afirmamos condiciones correctas para el desarrollo del derecho, lo hacemos desde la perspectiva de uso efectivo del mismo y, por tanto, la construcción instrumental está centrada en la persona portadora del derecho, lo que determina a su vez los parámetros básicos de cómo se dan las relaciones al interior del modelo.

 ii) Modelo Básico de Relaciones

Como lo hemos definido en secciones anteriores, todo índice pretende medir una realidad multidimensional de manera simplificada a través de un valor específico que muestre su desempeño, comparandolo con un deber ser previamente definido. De allí que un requisito básico para un buen índice es la identificación precisa del fenómeno o atributo que se pretende medir. (Schuschny y Soto, 2009)

Para este caso, se pretende medir el estado de materialización del Derecho de Acceso a la Información con respecto a una situación ideal. El esquema siguiente intenta graficar esta situación ideal, considerando las circunstancias e implicancias que de él se derivan:
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En su versión más resumida, el Modelo Teórico de cumplimiento del DAI implica que: si una persona requiere información pública, esta pueda acceder a ella en los tiempos y la forma que asegura la Ley. Ahora bien, esta simple afirmación contiene muchos supuestos y condiciones fácticas para su puesta en práctica y vigencia operativa.
En primer lugar, depende de la interacción que se entenderá como crítica y se espera que sea exitosa, entre una persona habilitada en su derecho y una institución con capacidades y voluntad de responder. Es decir, que depende, por una parte, de la conducta de una persona que sabe que posee un derecho, lo conoce y sabe operar con él (procedimientos, plazos, exigibilidad, etc.) y que, por lo tanto, realiza una búsqueda o solicitud de información pública clara y precisa. Por otra parte, depende de una institución y específicamente de una cadena decisional soportada por una serie de funcionarios de esta, que han adecuado sus prácticas personales e institucionales (tiene recursos, personal, que conoce la ley y procedimientos claros, es decir se ha modernizado) a fin de dar cumplimiento a la Ley, y disponibilizar o entregar la información cuando esta sea pública.
En segunda instancia, la vigencia operativa del DAI depende de que, de no resultar exitosa la relación entre una persona solicitante y una institución poseedora de información, intervenga el CPLT a partir de la acción de un ciudadano que es capaz de reclamar el cumplimiento de un derecho que conoce y asume. En todo caso, en la lógica del modelo ideal, se trata de que existan la menor cantidad de reclamos posibles, ya que (en condiciones ideales de uso) ello sería reflejo de que las capacidades y necesidades de personas e instituciones, se han combinado exitosamente.

Ahora bien, si existen reclamos se trata de que el CPLT los resuelva con apego a la ley y que sus fallos cuenten con alta legitimidad y sean acatados. Finalmente, se espera que los fallos del CPLT sean aceptados e implementados y, de no serlo, que exista una cantidad baja de casos en las cortes y el TC. Ello como reflejo de que la jurisprudencia del Consejo para la Transparencia y sus facultades se encuentran asentadas y consolidadas.
A modo de anticipo, a partir del esquema anterior se nos abren a lo menos dos grandes dimensiones que deberían conformar el esquema operativo del Índice de Transparencia y Acceso a la Información. La principal, referida a los sujetos protagonistas del ejercicio del derecho: los CIUDADANOS. Una segunda dimensión, ordenada en torno a las condiciones para la acción eficiente de las INSTITUCIONES. Ambas dimensiones conformadas por características que se harán cargo de las condiciones de posibilidad para que cumplan con sus respectivos objetivos, es decir, para los ciudadanos, acceder a la información; para las instituciones, entregar la información pública que sea solicitada. Estas dos dimensiones son las que terminan por cualificar el USO EFECTIVO del derecho de acceso a la información.
iii) Determinantes teóricas
Las relaciones, su tipo e intensidad, que se describen en el modelo, están determinadas por un cierto paradigma de cómo se comportarían los sujetos en este espacio particular de la realidad. Para decirlo claramente, el modo en que se relacionen las variables incluidas en el Modelo del Índice de Transparencia y Acceso a la Información, estará marcado por la mirada teórica que los orienta. De allí la importancia de mostrar el corpus teórico que lo sustenta.
En este sentido, una de las principales determinantes teóricas que marcan el modo en que medirá este índice, es que de lo que se trata en la instalación del DAI, no es sólo medir el funcionamiento de un marco normativo desde el punto de vista legal, sino que se pretende avanzar en la medición del espacio de acción de la política pública del acceso a la información, es decir, no solamente abarcar la norma, sino que la mirada se extiende a una serie de fenómenos sociales asociados a la puesta en vigencia de la Ley y cómo esta afecta prácticas institucionales y subjetivas de actores individuales.
Existe un amplio debate en torno a lo que son y cómo estudiar las políticas públicas. En lo que respecta a la construcción del Índice de Transparencia y Acceso a la Información, parece adecuado entender la política pública, en su mirada más genérica, como un conjunto de dinámicas e interacciones que participan en la construcción social de la realidad, a través de la determinación de los marcos y prácticas socialmente legítimas en un determinado momento histórico. (Muller y Surel, 1998)
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Bajo esta mirada, “al interior” de una política pública se pueden encontrar a lo menos tres dimensiones que la constituirán y que, por lo tanto, ayudarán en el proceso de describir la multidimensionalidad del fenómeno del derecho de acceso a la información y el tipo de relaciones sociales que se conforman en torno a ellas: constituye un marco normativo de acción, asigna recursos de poder y conocimiento, y constituye un espacio de relaciones entre un número particular de actores.
En primer lugar una política pública es mucho más que un conjunto de normas aisladas unas de otras con objetivos azarosamente coincidentes. Para que exista como tal, una política pública debe constituir una estructura de sentido para la acción pública que le de coherencia general a los recursos (simbólicos, financieros, productos) implicados en su implementación. De este modo, el marco normativo de una política pública le da fronteras y determina un “territorio” propio de la política pública particular. Así, en los desafíos de implementación de la Ley 20.285 se han resuelto disyuntivas que han ido conformando dicho territorio: ¿se dará coherencia a la acción desde la mirada del ejercicio de derechos o desde la lucha contra la corrupción? ¿Se dará prioridad a las acciones institucionales desde la mirada de los sistemas funcionales o desde la mirada de los ciudadanos? Las respuestas otorgadas a estas interrogantes han definido agendas de trabajo, aliados estratégicos y han dado desarrollos particulares a las funciones del CPLT y los otros organismos responsables en el correcto ejercicio del DAI.
En segundo lugar, una política pública asigna recursos de poder y por lo tanto determina y transforma relaciones sociales específicas. En el caso de la Ley de Transparencia es evidente. La Ley asigna un derecho a las personas y marca obligaciones de los órganos del estado hacia ese “portador de un derecho”. Sin embargo, dichas transformaciones de las relaciones de subordinación también se dan hacia el interior del aparato público, con la emergencia de nuevas funciones que, dependiendo de los niveles de recursos que se movilicen, tendrán más o menos poder en la nueva estructura de funciones. Así, al interior de los organismos públicos surgen las funciones y rangos de transparencia y en la sociedad, aparecen nuevos derechos, consagrados en prácticas concretas.

Finalmente, una política pública constituye un espacio de relaciones entre un número de actores institucionales en el cual se asignan roles, deberes y derechos. Se puede afirmar que se constituye una suerte de espacio de ciudadanía sectorial en el cual los grupos que participan en la elaboración y puesta en obra de la política pública, logran cierta visibilidad y un modo de existencia social más definida. Ahora bien, dicha visibilidad y existencia están condicionadas por la capacidad de dichos actores de “hacerse presentes” en los espacios decisionales propios de la política pública. Es decir que, si bien el marco de acción de una política “determina” cuáles son los actores relevantes, puede suceder que dependiendo de la capacidad de acción y de los estilos de acción, algunos actores logren ingresar a este espacio e influyan en el tipo de regulaciones que terminan adoptándose.

La pertenencia y el rol que cada actor juegue en este espacio de ciudadanía sectorial, dependerá de las condiciones propias para hacerse escuchar de modo eficiente y, por tanto, depende de los recursos y capacidades con que cuente para ello. Para el caso de la Ley 20.285, aparece como evidente este juego. La ley determina los roles de las autoridades en el espacio sectorial de la transparencia. Rol de los Tribunales, del Gobierno, de la Contraloría, etc. Y por otra parte, hay actores que se han hecho presentes por su propia capacidad de influir; algunas Ong, liderazgos individuales, etc. Cabe hacerse la pregunta de cómo comparecen “los portadores reales del derecho” en este espacio de definiciones. Claramente la intensidad de la acción, como los recursos de poder de cada uno varía de modo importante.
De lo que se trata, en definitiva, descritos estos componentes de una política pública, es de visualizar la diversidad e intensidad de prácticas sociales asociadas a la puesta en vigencia de una ley y que se constituyen en elementos que condicionan la realización de los propósitos de un cuerpo normativo. Es decir, se constituyen en “condiciones de posibilidad” para la acción eficiente de la Ley, más allá de los enunciados normativos. Son prácticas sociales que deben ser consideradas al momento de detectar los factores que pueden influir en el estado de avance en el cumplimiento del DAI.
Justamente a partir de esta conclusión es que se deriva la segunda gran determinante teórica que está a la base de las definiciones operacionales del modelo que inspira la construcción del Índice de Transparencia y Acceso a la Información. Hemos dicho que la transparencia es mucho más que una Ley y que se extiende a partir de prácticas sociales. ¿Cómo entenderemos las prácticas sociales? ¿A partir de qué variables podemos describirlas?
Diremos que las prácticas sociales son conductas sociales sedimentadas que tienden a repetirse en contextos de relativa similitud y que están determinadas por una tensión subyacente entre factores institucionales y elementos subjetivos (normas y actores), o para decirlo de modo más directo, entre particularidad y universalidad en el sentido de la acción que se emprende. (PNUD, 2009)
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Como lo muestra el esquema anterior, en esta tensión fundante entre instituciones y subjetividad, se constituyen juegos orientados a la acción, que predisponen a los individuos a responder de determinada manera según los estímulos que reciba del entorno, las influencias de experiencias subjetivas pasadas y de marcos normativos que las encuadran.

Así, el componente institucional de este esquema lo entenderemos como “un conjunto de reglas formales que definen lo que se debe o no hacer en un espacio de prácticas” (PNUD, 2009) Bajo esa mirada sirven para dar un marco de continuidad a las conductas y posibilitan que los resultados de la interacción tiendan con cierta certeza hacia “lo esperado”. Es decir, dotan de formalidad a las prácticas y las introducen en un ámbito de racionalidad que permite predecir resultados. En este sentido, los factores institucionales asignan funciones, entregan poder y obligaciones, a la vez que entregan recursos para que los fines determinados lleguen a buen puerto. Finalmente, las instituciones se constituyen en un sistema de incentivos para las prácticas de los actores que interactúan en ellas, es decir, operacionalizan por la vía formal y racional un sentido particular de la acción que permite la coordinación entre intereses diversos, apelando a cierta universalización de estándares de conducta.
En lo que se refiere al espacio del Acceso a la Información, la Ley ha previsto la creación de instituciones con mandatos explícitos como el propio Consejo para la Transparencia. Del mismo modo, ha implicado la asignación de recursos para que un determinado grupo de individuos pongan en práctica los mandatos de la Ley y los oriente a proceder de determinada manera. Del mismo modo, la estructura de incentivos que está subyaciendo en la Ley, también determina acciones de los actores no estatales, que se ven “obligados” a hacer uso del derecho que se le reconoce, cumpliendo algunas condiciones mínimas de formalidad y procedimientos.

Ahora bien, dichos componentes formales y racionales se topan con elementos subjetivos de los actores involucrados, tanto en las instituciones responsables como en las personas particulares, que hacen que los mandatos formales se instalen, en la práctica, de un modo particular y no necesariamente como lo obliga la norma.

Para lo que es útil en este proceso de construcción del Índice de Transparencia y Acceso a la Información, entenderemos como factores subjetivos, aquellos elementos que provienen de la traducción personal de los hechos y normas que encuadran la realidad, a partir de los códigos de identidad de un “individuo con sus propias necesidades, emociones y capacidad de percibir, interpretar y comunicar”. (PNUD, 2009) Así, aquello que desde la mirada de los factores institucionales es un requisito legal, desde la mirada de los factores subjetivos puede ser leído como una traba en mi proceso de acceso a la información. Del mismo modo, aquello que es diagnosticado desde la mirada institucional como una barrera de ingreso al proceso de respuesta de solicitudes, desde la subjetividad puede ser interpretado como temor o vergüenza.
Lo importante a retener en esta distinción, es que esta interacción entre formalidad y subjetividad, da origen a prácticas sociales que tienden a arraigarse y repetirse por parte de los actores involucrados. Es indispensable, por lo tanto, al momento de ponerse el desafío de la medición del fenómeno de la instalación en las prácticas sociales del DAI, tener a la vista ambos componentes, ya que el sesgo hacia uno de ellos, determinará un sentido de acción u otro en el marco normativo de acción y de sentido de la política pública. Hay aquí un desafío de método a fin de hacer comparecer dichas subjetividades en la medición de avances de cuerpo normativo que enmarca las prácticas sociales del derecho de acceso a la información.
¿Qué hace que estas tendencias de prácticas se modifiquen? O más genéricamente, ¿Qué potencia que una persona se active a fin de modificar prácticas o iniciar nuevas prácticas como por ejemplo, pedir información en un organismo público? En concreto, se trata de orientar un juicio sobre cuáles son las variables que describen de mejor manera las condiciones de posibilidad para que una persona tenga éxito en conseguir la información que necesita. Y mirado desde la función institucional, se trata de saber cuáles son las condiciones de posibilidad en las que se sustenta la probabilidad de éxito para que una institución entregue la información de modo adecuado.
Como lo hemos señalado, este proceso está determinado por componentes de la subjetividad y de las instituciones que participan en él. En particular cabe fundar cómo entender las capacidades de acción desde ambas perspectivas. Así parece adecuado que para el caso del componente ciudadano se piense desde el proceso de construcción de capital social y particularmente sobre el tipo de agencia que permite su desarrollo u orientación. Y para el caso de las instituciones, el equivalente funcional a este cuerpo teórico está en el concepto de construcción de capacidades institucionales.
El concepto de capital social es de reciente data y ha sido muy utilizado para intentar explicar el éxito o fracaso de la implementación estable de instituciones democráticas. Se define como ciertas “características de la organización social tales como las redes, normas y la confianza social que facilitan la coordinación y la cooperación orientada al beneficio mutuo” (Putnam, 1995). Es decir, el capital social sería un cierto tipo de relaciones que permite que los individuos conduzcan sus acciones hacia actividades exitosas en la construcción de bienes comunes. Bajo este prisma se afirma que el capital social no solamente proveería el pegamento que constituye comunidades, sino también la palanca que las conduce hacia un objetivo democrático.(Krishna, 2002)

Ahora bien, de la definición anterior no se desprende necesariamente que la acción colectiva potenciada por el capital social conduzca hacia el fortalecimiento democrático. De hecho existen asociaciones altamente cooperativas que más bien han tendido a romper con el tejido democrático. Es decir, el pegamento está apalancado por ciertas condiciones que logran conducir dicha densidad social hacia objetivos legitimadores de las instituciones. Es lo que se denominará el problema de la agencia. Así, el capital social no sería intrínsecamente positivo o negativo, sino que si este fortalece, debilita o deja sin cambios la participación ciudadana en democracia, depende, en esta mirada, de la naturaleza y capacidad de la agencia mediadora. (Krishna, 2002)
¿Como parametrizar esta agencia mediadora orientada hacia el éxito de las acciones ciudadanas en torno al DAI? Es decir, cuáles son los vectores que hacen capaces a los ciudadanos coordinarse para alcanzar objetivos comunes o simplemente comprometerse con un proceso de búsqueda de información? En la literatura se distinguen capacidades o vectores de nivel macro (pobreza, educación, estratificación social), meso (membrecía a organizaciones formales o informales) y micro (capacidades individuales) 
En lo que respecta al modelo del Índice de Transparencia y Acceso a la Información, en tanto la interacción crítica se da entre un individuo demandante de información y una institución que entrega información, aparece como acertado pensar en un tipo de agencia vinculada al nivel micro, es decir, considerar algunas características de nivel individual que posibilitarían el éxito de la acción de búsqueda. Según los estudios realizados por el CPLT, en este nivel aparecen como variables críticas el conocimiento y la valoración.

En cuanto al nivel institucional, cabe hacer la reflexión sobre la capacidad de las instituciones de generar recursos que le permitan llegar a los objetivos planteados. Aquí es donde la noción de capacidades institucionales cobra sentido. 
De acuerdo  a la definición de  Hilderbrand y Grindle (1997), la capacidad institucional del Estado puede ser definida como la habilidad que tienen las organizaciones públicas para desempeñar las tareas encomendadas en forma eficiente, eficaz y sostenida. Dependiendo del contexto especifico de cada una de ellas y de la coordinación interinstitucional de las mismas. Las instituciones son el marco que brinda la certeza, brinda la información, facilitan la coordinación y reduce los costos de transacción, favoreciendo y dando soporte al ejercicio efectivo que realizan los sujetos de derecho. 

Por otra parte, debemos mencionar que la teoría reconoce una relación entre prácticas sociales e instituciones, que lleva a una valoración de las instituciones como productos históricos, que responden además a necesidades sociales históricamente determinadas.

Se trata, entonces, de poder medir aquellas variables consideradas relevantes que nos permitan comprender a las instituciones, tanto en su quehacer particular, como en un determinado contexto y rol y, a partir de ahí, identificar y definir diferentes trayectorias que nos permita caracterizar probables vías de transformación que paulatinamente permitan un avance progresivo hacia un proceso de modernización, en un contexto de prácticas institucionales comprendidas dentro de un ámbito caracterizado como “gestión pública transparente”.

Es así como dentro del ITAI, algunas de las variables identificadas como relevantes responden a lo que hemos definido como capacidades institucionales y que no solo apuntan a mejoras en la gestión, sino que también apuntan a facilitar el ejercicio efectivo del derecho de acceso a la información de los ciudadanos. Este proceso involucra la generación de nuevas capacidades institucionales en sistemas y personal, la adecuación de funciones y atribuciones, y también la generación de incentivos claros que impliquen beneficios y castigos según corresponda. 

Como puede observarse, cada uno de estos elementos teóricos permite construir el cuadro de variables que serán considerados en el modelo teórico del Indicador de Transparencia.
iv) Dimensiones e Indicadores Generales
De este modo, el Modelo Teórico del Indicador de Transparencia queda conformado por dos grandes dimensiones y cuatro aspectos medibles en cada dimensión. Vale decir que para tener una mirada del estado de avance del derecho de acceso a la información, se considerará que los avances o retrocesos dependerán de las acciones de dos actores principales: el ciudadano demandante de información y la institución que disponibiliza y/o entrega dicha información. 
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Ahora bien, se entiende que para que cada uno de estos componentes tenga un desempeño eficiente debe cumplir con ciertas condiciones de posibilidad, que se resumen en la relación dinámica de tres atributos medibles: la valoración que se tenga de la información pública, el conocimiento que se posea del modo en cómo acceder/entregar la información, la capacidad o desempeño logrado al poner en práctica una solicitud/entrega y finalmente el acceso efectivo por parte del ciudadano o el desempeño institucional en el caso de los sujetos obligados.
Valoración

Tanto en el caso de los ciudadanos como funcionarios, entenderemos valoración de un derecho o condición social, como la identificación de un problema público- entiéndase “una condición o situación que produce necesidad o insatisfacción entre las personas y frente a la cual la acción de la autoridad pública es buscada” (Anderson, 2006, p.82)-, sobre el cual, “la ciudadanía tiene algún criterio o norma por el cual lo juzga como no razonable o inaceptable” (Anderson, 2006). Dewey (2008) por otro lado, se refiere a la valoración desde una perspectiva más particular o individual, la cual describe la valoración de algo en términos de “deseos que surgen cuando algo no marcha, cuando hay una dificultad en una situación existente, y es esa ausencia la que produce deseo” (Dewey, 1943). En ambos casos, la concepción de valoración surge desde algo que se considera necesario o relevante en un contexto y temporalidad específica. 
Conocimiento

Por otro lado, entenderemos conocimiento del derecho de acceso a la información, como una condición necesaria para el ejercicio del mismo. Reconocemos en este conocimiento distintos niveles de complejidad y abstracción que van desde un reconocimiento intuitivo del derecho, hasta el conocimiento de los mecanismos de protección y exigibilidad del mismo. En el caso de los funcionarios este conocimiento los habilitará para responder de manera adecuada a las demandas de información de la ciudadanía y para cumplir con las obligaciones legales que establece el derecho de acceso a la información mientras que en el caso de los ciudadanos cuando este conocimiento es adquirido en un 100%, posibilita y gatilla se uso junto con los mecanismos de exigibilidad. 
Capacidad 

Entenderemos por capacidad, el conjunto de posibilidades determinadas con las cuales están dotadas tanto las personas como las instituciones en el marco de las condiciones sociales y materiales en las que se encuentran insertas. Por parte del ciudadano, esta capacidad está orientada a sortear las barreas existentes para el ejercicio del derecho de acceso a la información, observables desde la práctica ciudadana. El sentido en este aspecto, es observar cuáles son dichas barreras y cómo los ciudadanos logran finalmente ejercer su derecho. Por parte de las instituciones, Así algunas de las variables incluidas en el concepto de capacidades institucionales corresponden a: dotación de enlaces, coordinación interinstitucional, presupuesto destinado a transparencia, formalización de procesos al interior de las mismas, entre otros.
Desempeño

A partir del concepto” Desempeño”, se genera el concepto  de “Ejercicio Efectivo” en el caso del ciudadano y el concepto de “Rendimiento” en el caso de las instituciones.
Concretamente entenderemos por desempeño o “Ejercicio Efectivo” en el ciudadano, la convergencia de la necesidad, valoración y conocimiento de parte del mismo, lo que determina un uso efectivo del derecho. Dentro de las variables que nos permiten dar cuenta del mismo se encuentra: trayectoria visitas TA; Trayectoria SAI; y Trayectoria Reclamos en CPLT.
Por otra parte, entenderemos por desempeño, el rendimiento o estado de implementación, por parte de los organismos públicos, de los mecanismos requeridos para que el ciudadano pueda obtener la información que busca en la institución, ya sea a través de la búsqueda de información en la página web, o a través de las solicitudes de información que realiza a la administración pública. En este sentido, el rendimiento de las instituciones y su adecuado cumplimiento de los estándares normativos, entrega garantías al ciudadano para el ejercicio del derecho, al mismo tiempo que instala las prácticas internas necesarias para la promoción de una gestión más transparente y moderna. 
iv) Modelo de Medición

A partir de las relaciones descritas y los supuestos teóricos explicitados, resta mostrar el modelo concreto de medición que permitirá transformar las definiciones genéricas en fórmulas específicas de medición y cálculo.

Así, desde la primigenia definición normativa, medir el avance del proceso de instalación de esta política pública significaría observar si el ejercicio del derecho de acceso a la información pública se está respetando, es decir, si las personas que buscan información (sea por vía TA o SAI) la encuentran o se le entrega o deniega según determina la Ley. A lo anterior habría que agregar que si no se entrega la información de acuerdo al mandato legal, habría que observar si los demandantes están reclamando frente al Consejo para la Transparencia y de ese modo saber si el mecanismo de exigibilidad que contempla la Ley 20.285 se está usando de modo efectivo.

Condiciones reales de uso del DAI

Lo anterior determina que, en condiciones ideales de uso, el indicador más potente para saber si el derecho se está ejerciendo de modo efectivo es conocer si existen reclamos y más específicamente, la tasa de reclamos calculada sobre la demanda total de información. Ello implica:
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Es decir, de lo que se trata en definitiva es poder medir el nivel de satisfacción de los demandantes de información, reflejado en el número de reclamos realizados por ciudadanos insatisfechos en el CPLT. Dado que las vías de acceso a la información son dos, las visitas a páginas web y las solicitudes de información, dicha medición se realiza sobre la base de reclamos realizados por TA y por amparos efectuados por DAI.
Sin embargo, esto, que en el modelo teórico debería tender a 0 para dar cuenta del buen funcionamiento del derecho en Chile, se da bajo ciertas condiciones reales y prácticas de uso, por lo que las causales de no reclamo, podrían estar determinadas por las condiciones de posibilidad para hacer efectiva la práctica de la exigibilidad del derecho de acceso a la información.

Condiciones de posibilidad para el Uso del DAI
Como lo describimos en páginas anteriores, estas condiciones están marcadas por los comportamientos de los dos actores críticos en el ejercicio del DAI. Por una parte las condiciones en que los ciudadanos están demandando información y reclamando de no quedar satisfechos por el comportamiento de las instituciones públicas, y por otra, las posibilidades reales que tienen las instituciones de disponibilizar información y responder las consultas de los ciudadanos. Hemos definido que dichas condiciones tiene dos variables comunes: para que ciudadanos y funcionarios se encuentren exitosamente, deben valorar y conocer la información pública y la Ley de Transparencia. Mientras que, por otra parte, los ciudadanos deben superar las barreras de acceso que existen en la práctica para hacer sus solicitudes o buscar la información que requieren, y los funcionarios deben contar con los recursos institucionales para poder implementar las funciones de transparencia. Es decir: 
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Finalmente, los resultados reales de avance en el ejercicio de acceso a la información, están dados por la reinterpretación de las tasas reales de satisfacción, ponderadas por las condiciones de posibilidad que existen para ejercer dicho derecho en la práctica. Es decir:
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Tal como lo muestra la gráfica anterior, el ITAI está constituido por tres Índices Dimensionales: Uso, Condiciones de Uso Ciudadano y Condiciones de Uso Institucional. A su vez, estas tres dimensiones se descomponen en subdimensiones. Así, para el Uso están las acciones de Transparencia Activa y las acciones de Transparencia Pasiva. Para la dimensión ciudadana se contemplan las subdimensiones valoración, conocimiento y acceso. Finalmente, para la dimensión institucional se ordenan las subdimensiones valoración, conocimiento y capacidad.

Cada una de estas subdimensiones responde a un modelo de comportamiento diagnosticado a partir de diversos estudios y datos. Es por ello que se asocian entre sí con diferentes relaciones traducidas en diferentes operaciones y ponderaciones. Así, el Uso se construye a partir de la multiplicación de las tasas de reclamo en TA y TP, como expresión de los niveles de insatisfacción explicitada por los ciudadanos. Dado que las dos vías de acceso a la información se asumen como equivalentes, se ha determinado una ponderación del 50%.

Por otra parte, las Condiciones Ciudadanas se construyen con la sumatoria de las capacidades de los ciudadanos al valorar la información pública y conocer las condiciones mínimas para hacer exigible su derecho, las que se potencian con los niveles de acceso detectados en el ejercicio efectivo del derecho. Al interior de las capacidades ciudadanas, se ha detectado (Estudios de Cliente Oculto) que el conocimiento es una variable crítica al momento de tener éxito en el acceso a la información, por lo que se le ha dado la ponderación superior en su grado mínimo frente a la valoración (60% versus 40%). Finalmente, en las Condiciones Institucionales se establece la sumatoria de la valoración, el conocimiento y las capacidades como condiciones para el cumplimiento efectivo de la Ley 20.285. Dado que es obligación de los funcionarios públicos cumplir con la Ley, la valoración se deja en una ponderación menor en relación a las otras dos condiciones, las que se equilibran en su nivel de criticidad para la correcta entrega de la información a los ciudadanos.

Ahora bien, la relación que se establece en las condiciones de uso se pondera desde la criticidad del componente ciudadano para la efectividad del uso del derecho de acceso a la información pública, en tanto la Ley establece a la persona demandante como portador del derecho. Del mismo modo, desde una mirada regulatoria, se espera que las funciones asociadas a la Ley se desarrollen institucionalmente a partir de las necesidades de los sujetos portadores del derecho que reconoce la Ley y no desde la mirada estadocéntrica. De allí que los pesos se repartan en un 50 % y un 50%.

Finalmente, dado que el uso está determinado por las condiciones en que este se lleva a cabo, este se pondera por el resultado de las condiciones de uso según se acaban de describir, resultando así el número final de lo que podemos entender como el estado de avance de la instalación social de la política pública de acceso a la información en Chile.
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